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 Se decide en sede de tutela el asunto del epígrafe. 

 

 

I. ANTECEDENTES 

II.  

 

ADALBERTO ALTAMAR DELGADO actuando en nombre propio acudió en sede 

constitucional de tutela bajo los lindes del canon 86 buscando protección a su 

derecho fundamental de Petición, con base en la siguiente situación fáctica: 

 

Manifestó el peticionario que el 22 de febrero de 2021, radicó derecho de petición 

ante el extremo accionado solicitando sea suspendido el descuento que figura en 

su nómina, pues alega no haber realizado ningún crédito o negocio con dicha 

entidad. 

 

Agregó, que hasta la fecha no ha obtenido respuesta clara, completa y de fondo 

a su reclamación.        

    

La actuación surtida en esta instancia 

 

Se avocó conocimiento el pasado veintitrés (23) de noviembre de los corrientes, 

disponiéndose el requerimiento respectivo y concediéndole el término legal de 

dos (2) días para que ejerciera su derecho de defensa.  

 

Vencido el término concedido, la entidad accionada no emitió pronunciamiento 

alguno. 

 



II. CONSIDERACIONES 

 

Problema Jurídico. 

 

Se trata de establecer si en este caso, se encuentran abonados los presupuestos 

legales y jurisprudenciales que abran paso a la protección del derecho de petición 

elevado contra una persona particular o entidad de derecho privado.   

 

El caso concreto.  

 

La acción de tutela es un mecanismo establecido en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección de los derechos 

fundamentales cuando sean amenazados o vulnerados por la acción u omisión 

ilegítima de una autoridad pública o eventualmente de los particulares. 

 

 Es así como la acción de tutela se constituye en una herramienta de origen 

constitucional establecida para que los individuos puedan acudir a las autoridades 

judiciales buscando la protección de sus derechos fundamentales por medio de 

un mecanismo preferente y sumario, siempre que no tenga otros medios a los 

cuales recurrir o que los establecidos no sean eficaces para su salvaguarda.  

 

Derecho de petición 

 

Al tenor del artículo 23 de la Constitución Política “Toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 

organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”, prerrogativa que 

sin duda ante su desconocimiento es susceptible de protección por vía de la 

acción de tutela. 

 

Se desprende de la redacción del canon constitucional transcrito que el núcleo 

del aludido derecho fundamental, desarrollado por los artículos 13 siguientes del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

modificado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015, conlleva la resolución pronta, 

completa, precisa, simétrica y de fondo de las solicitudes impetradas por las 

personas a las autoridades públicas en forma respetuosa y, en su caso, por vía 

de excepción a los particulares, amén de la obligación de poner en conocimiento 



del administrado la respuesta, lo que de ninguna manera implica que el 

pronunciamiento tenga que ser favorable a los intereses del peticionario. 

 

En complemento a lo señalado, La Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 

2000, posición reiterada en la sentencia T-047 de 2013, analizó el derecho de 

petición contemplado en el artículo 23 de la Constitución Política, estableciendo 

nueve características del mismo, así: 

 

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 

participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de 

petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría 

la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el 

sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. 

oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 

lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos 

requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de 

petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni 

tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla 

general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, 

la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula 

ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta 

un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición 

opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de 

petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige 

contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de 

la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las 

peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes 

de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una 

respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y 

señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio 

de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta 

el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 

Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena 



responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será 

ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura 

del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la 

prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de 

petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”  

 

El derecho de petición se reglamentó en el Título II del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo; sin embargo, todo el articulado 

fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-818-11 del 

primero de noviembre de 2011 con ponencia del Magistrado Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub, no obstante, sus efectos quedaron diferidos hasta el 31 de diciembre del 

2014, en aras de que el Congreso de la República expidiera la ley estatutaria 

correspondiente. 

 

A este respecto, el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, estableció que toda 

persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante las diferentes 

autoridades, con la que se podrá solicitar el reconocimiento de un derecho o que 

se resuelva una situación jurídica, que se le preste un servicio, pedir información, 

consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, 

denuncias y reclamos e interponer recursos. 

 

En desarrollo de esta disposición, el artículo 14 ibídem señaló que salvo norma 

legal especial, y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse 

dentro de los 15 días siguientes a su recepción, disposición que fue exactamente 

recogida en la Ley 1755 de 2015, normatividad que se erigió como Estatutaria de 

la petición. 

 

En conclusión, el derecho fundamental de petición garantiza que cualquier 

persona pueda elevar ante una autoridad pública o privada una solicitud, la cual, 

deberá resolverse de fondo en un término específico y de manera congruente con 

lo que se solicita, sin importar si la información resulta o no favorable a lo pedido. 

 

Derecho de petición contra particulares 

 

Señala los artículos 32 y 33 de la Ley 1755 de 2015: 



“Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para 

garantizar sus derechos fundamentales ante organizaciones privadas con o sin 

personería jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, asociaciones, 

organizaciones religiosas, cooperativas, instituciones financieras o clubes. 

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Salvo norma legal especial, el 

trámite y resolución de estas peticiones estarán sometidos a los principios y reglas 

establecidos en el Capítulo I de este título. 

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información solicitada 

en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política y la ley. 

Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y bases de datos 

de carácter financiero, crediticio, comercial, de servicios y las provenientes de terceros 

países se regirán por lo dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data. 

PARÁGRAFO 1o. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales 

cuando frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, 

subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición 

dominante frente al peticionario. 

PARÁGRAFO 2o. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría del Pueblo 

prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, para garantizarle 

el ejercicio del derecho constitucional de petición que hubiere ejercido o desee ejercer 

ante organizaciones o instituciones privadas. 

PARÁGRAFO 3o. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y radicación de 

solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones y/o multas por 

parte de las autoridades competentes. 

Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios ante instituciones privadas. Sin perjuicio 

de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de Compensación Familiar, a las 

Instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades que conforman el 

sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan servicios públicos y 

servicios públicos domiciliarios, que se rijan por el derecho privado, se les aplicarán en 

sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las disposiciones sobre derecho de 

petición previstas en los dos capítulos anteriores.” 

A su vez la Corte Constitucional en Sentencia T-487 de 2017, con ponencia del 

Honorable Magistrado Alberto Rojas Ríos, señaló: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#32
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#33


 

“(…).- 4.2. El tema del derecho de petición ante particulares seguiría desarrollándose. 

Más recientemente y a modo de balance, la Sentencia T-268 de 2013 reiteró la 

procedencia del derecho de petición ante particulares en seis eventos: 

  

1) Cuando los particulares son prestadores de un servicio público. 

  

2) En los casos en que los particulares ejercen funciones públicas. 

  

3) Cuando los particulares desarrollan actividades que comprometen el interés general. 

  

4) En aquellos casos en los que la protección de otro derecho fundamental haga 

imperativa la respuesta. 

  

5) Cuando haya estado de indefensión o situación de subordinación frente al particular al 

que se le eleva la petición. 

  

6) Cuando el legislador autoriza la procedencia de la petición.- (…).” 

 

Analizada la situación fáctica y la jurisprudencia en cita, es claro para este 

juzgador que la presente acción constitucional resulta improcedente, en primer 

lugar, porque lo alegado por el señor ADALBERTO ALTAMAR DELGADO 

respecto de la falta de respuesta a la solicitud elevada el 22 de febrero de 2021, 

no busca la protección de otros derechos fundamentales que eventualmente 

puedan verse amenazados o vulnerados con la actitud endilgada a la parte 

accionada, pues claramente el escrito a través del cual se requiere a la empresa 

MULTISOLUCIONES INTEGRALES S.A.S., hace alusión a una presunta 

relación comercial existente entre ambos extremos y en donde se discute lo 

relacionado con los descuentos registrados en la nómina del tutelante, según su 

dicho; situación que de ninguna manera traspasa el ámbito del derecho de 

petición ya que corresponde a circunstancias de orden eminentemente 

económicos. 

 

Por otro lado, como es constitucionalmente definido, la acción de tutela entre 

particulares, opera para su viabilidad, cuando el particular presta un servicio 

público, actúa como autoridad o se evidencia alguna clase de subordinación, así 

como, cuando existiendo mecanismos legales para la resolución de la petición, 

se ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o 



vulneración consecuencial a otros derechos fundamentales del accionante; 

situación que por ninguna arista, se asemeja al caso materia del presente estudio, 

toda vez que dentro del plenario no se logró establecer que los sujetos 

intervinientes en esta acción constitucional se hallen dentro de las situaciones 

descritas con antelación, es decir, que el particular de quien se predica la falta de 

respuesta, sea el encargado de prestar un servicio público, que exista cierto grado 

de subordinación o indefensión de alguna de las partes y mucho menos que el 

extremo encartado al no emitir contestación al requerimiento que se le haya 

formulado, comprometa el interés general, dado que la información solicitada solo 

atañe al aquí accionante.  

  
III.  DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarenta y Nueve (49) Civil Municipal de 

Bogotá D. C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley,  

RESUELVE: 

PRIMERO. NEGAR la solicitud del amparo constitucional formulada por 

ADALBERTO ALTAMAR DELGADO, conforme lo motivado en la parte supra de 

esta providencia.  

 

SEGUNDO. NOTIFICAR por el medio más expedito esta decisión a todos los 

interesados. Por secretaría líbrense las comunicaciones pertinentes y remítase 

copia del presente fallo a las accionadas. 

 

TERCERO. En el evento de no impugnarse, remítase el expediente en el término 

legal a la Corte Constitucional para su eventual revisión. (Art. 31 inc. 2º Dcto. 

2591/91) 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

EL JUEZ,    

 
NÉSTOR LEÓN CAMELO 

CM. 


